Tutela de segunda instancia 
Radicación: 660013187002201800163-01

Accionante: Ada Cielo de Rancharán
Accionado: Juzgado Cuarto Civil del Circuito y otros

Decreta nulidad y remite para reparto
A N°009

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
COMPETENCIA EN TUTELA CONTRA UN JUEZ / LA TIENE EL SUPERIOR FUNCIONAL DEL ACCIONADO / NO PUEDE DESCONOCERSE NI AÚN EN PERIODO DE VACANCIA JUDICIAL / NULIDAD.
… es claro que el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que tramitó la tutela y la definió con sentencia de primer grado, carecía de competencia para hacerlo, habida cuenta que el  numeral 5° del artículo 1° del Decreto 1983 de 2017, modificado por el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069/15, dispone que las acciones de tutela dirigidas contra los Jueces o Tribunales serán asignadas para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional de la autoridad jurisdiccional demandada. Así mismo el numeral 11 de la referida normativa señala que cuando la tutela se promueva contra más de una autoridad y estas sean de diferente nivel, el reparto se hará al juez de mayor jerarquía.

De ese modo, al haber sido conocida la acción constitucional por un juzgado que integra la jurisdicción penal, cuando la entidad de mayor jerarquía que fue demandada es el Juzgado Cuarto Civil del Circuito -no municipal como erradamente se indicó en el escrito de tutela-, se incurrió en una irregularidad que vulnera el debido proceso al no ser tal funcionario el competente para su trámite, sino la Sala Civil Familia del H. Tribunal Superior de esta capital en su condición de superior jerárquico. (…)

Es cierto y no desconoce la Sala que a raíz de la vacancia judicial que opera en todo el territorio nacional a partir del día 20 de diciembre de cada año, es común que las oficinas judiciales procedan a efectuar el reparto de las acciones constitucionales a los despachos que laboran en esa época, como es el caso de los Juzgados de Ejecución de Penas, quienes por tal motivo deben asumir el conocimiento de las mismas no obstante ser conocedores de su falta de competencia. Aun así, tal situación no puede ser avalada por esta Corporación, al ser evidente la existencia de unas reglas de reparto que deben ser de obligatorio cumplimiento para garantizar que quien decida la acción constitucional sea en efecto el funcionario con competencia para hacerlo, lo que en este caso no ocurre.

                            REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                               PEREIRA-RISARALDA 
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                                                      RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, treinta (30) de enero de dos mil diecinueve (2019)

Acta de Aprobación No 0050
Hora: 3:40 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la señora ADA CIELO DE RANCHARÁN, contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la tutela instaurada en contra del Juzgado Cuarto Civil del Circuito, la inspección 18 Municipal de Policía y los señores JAIRO DE JESÚS RAMÍREZ PALACIO, JAIRO BENJUMEA PÉREZ y SANDRA MÓNICA LÓPEZ OROZCO.

2.- DEMANDA 

Informa el accionante CIELO DE RANCHARÁN que el inmueble donde vive con su esposo y dos hijos menores se encuentra siendo objeto de un proceso ejecutivo con título hipotecario ante el Juzgado Cuarto Civil Municipal -entiéndase Civil del Circuito-, radicado al N° 2016-0586, por lo cual en diciembre 24 de 2018 se les informó que en enero 14 de 2019 se realizaría diligencia de lanzamiento, por lo cual les ordenan desocupar la vivienda.

Señala que dicha actuación se originó a raíz del préstamo por $350.000.000 que les efectuó el señor JAIRO DE JESUS RAMÍREZ PALACIO, y que el Juzgado accionado no observó el debido proceso, al no habérseles notificado el auto por medio del cual se aceptó la reforma de la demanda, no improbó el remate por cuanto el certificado de tradición allegado no se expidió en el término de ley, lo que acarrea nulidad  y aunque su abogado presentó memoriales al respecto, no obtuvo resultado satisfactorio.

Esgrime que carece de trabajo, su esposo está desempleado, carecen de otra vivienda, tienen dos hijos menores, adeudan dinero en los colegios y carecen de recursos económicos para pagar ni para donde irse, y el desalojo fijado se realizará a pesar de la falta de garantías procesales, y aunque acudió a la fiscalía para verificar el trámite de una denuncia por fraude procesal, allí se le indicó que debían interponer tutela para evitar la diligencia ya programada.

Pide se amparen sus derechos fundamentales afectados y se ordene a los accionados cesar la vulneración del quebrantamiento del debido proceso, al no observarse las etapas pertinentes ante el Juzgado Cuarto Civil Municipal y en consecuencia se detenga la diligencia de entrega.
Como medida provisional igualmente reclama la suspensión de la referida entrega de la vivienda hasta que regresen de vacancia los juzgados y que la fiscalía pueda solicitar copia de la actuación para iniciar la investigación.

3.- TRÁMITE Y FALLO 
3.1.- La acción constitucional le fue asignada al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, admite la acción constitucional y dispone correr traslado de la tutela al Juzgado Cuarto Civil del Circuito, a la inspección 18 Municipal de Policía y vinculó a los señores JAIRO DE JESÚS RAMÍREZ PALACIO, JAIRO BENJUMEA PÉREZ y SANDRA MÓNICA LÓPEZ OROZCO, no sin antes dejar expresa constancia que asumía el conocimiento de esta acción, habida cuenta del receso vacacional del Tribunal Superior de Pereira, al cual le correspondería conocer el asunto por competencia funcional.  
Los vinculados al respectivo trámite dieron respuesta a la acción constitucional de la siguiente manera:

- La Inspectora 18 Municipal de Policía de Pereira, expresa que por pate de la Secretaría de Gobierno Municipal se le asignó un despacho comisorio, procediéndose a fijar fecha y hora para la diligencia de entrega, señalándose como tal para enero 14 de 2019, pero desconoce los motivos por las cuales se ordena tal medida como también si en el procedimiento realizado con ocasión de la demanda se respetaron las normas legales vigentes, en tanto por su cargo simplemente se ciñe a lo estipulado en la orden emitida, procedente del Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira.

- El señor JAIRO DE JESÚS RAMÍREZ PALACIO, por intermedio de apoderada –quien no allegó poder para tal efecto-, señala que las entidades accionadas no han vulnerado ningún derecho, en tanto los hechos carecen de fundamento y los mismos no solo fueron objeto de decisión judicial, sino también de otra acción de tutela propuesta contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito que conoció la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira  en primera instancia y la Sala Laboral de la Corte Suprema en segundo grado.
Además de señalar que la inspección de policía solo cumple con lo ordenado por el juzgado, hacer un recuento del devenir procesal ante el Juzgado Cuarto Civil del Circuito en el trámite allí adelantado y sobre la acción de tutela anteriormente impetrada, expresa que: (i) desde que el inmueble se adjudicó ha pasado casi un año y su sostenimiento es costosísimo como para sostener que carecen de recursos económicos, (ii) frente al desalojo este les fue comunicado de tiempo atrás, en tanto el inmueble fue secuestrado y a pesar de la oposición con el auxilio de la fuerza pública se materializó; (iii) el auto que aprobó el remate se les notificó sin ser recurrido, como tampoco la providencia que ordenó al entrega; (iv) aunque el secuestre les notificó con antelación de la entrega voluntaria de la vivienda, solo recibió  una llamada del abogado de los demandados donde indico que no entregarían el mismo, por lo cual se solicitó el procedimiento a que alude el canon 456 C.G.P.
- El señor JAIRO BENJUMEA PÉREZ, luego de hacer un recuento del proceso aludido, señala que este se tramitó en legal forma y en las etapas señaladas en el C.G.P. y en el remoto caso de haberse originado alguna irregularidad, los demandados tuvieron la oportunidad para alegarlas y no lo hicieron.

Aduce que no es raro que los demandantes la emprendan contra la apoderada y él mismo, al formular quejas disciplinarias y penales, comportamiento que asumen cuando jurídicamente son negadas sus pretensiones, así mismo se evidencia que en los diferentes escritos presentados por el apoderado de los RANCHARÁN se avizoran hechos completamente falsos, los que sí pudieran tipificar el delito de fraude procesal.

3.2.- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de enero 11 de 2019 y dentro del término constitucional, el juzgado de instancia profirió sentencia por medio de la cual negó el amparo reclamado por la señora ADA CIELO DE RANCHARÁN, al considerar que no se acreditaron los supuestos de procedibilidad de la acción de tutela y no existe evidencia fáctica que demuestre la necesidad de proteger los derechos invocados, por lo cual este amparo surge como improcedente como mecanismo transitorio, al no observarse la inminencia de un perjuicio irremediable. Así mismo, señala que la acción de tutela procede en la medida que se carezca de otra forma de defensa judicial, pues su naturaleza es residual y subsidiaria y por ende no puede tenerse como un método alternativo o sustitutivo de lo establecido en el ordenamiento jurídico.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión adoptada, la accionante al momento de ser enterada de la decisión, consignó en el acta de notificación personal la frase “apelo”, sin que hubiere efectuado sustentación alguna. 
5.- Para resolver, se CONSIDERA

Existe competencia funcional para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017; sin embargo, analizada con detenimiento la actuación surtida, se observa que no es posible desatar la impugnación formulada y en su defecto la Sala debe pronunciarse acerca de una irregularidad presentada en desarrollo del trámite adelantado en el juzgado de primer grado, ya que se asumió el conocimiento de un asunto frente al cual carecía de competencia.

El debido proceso constituye un conjunto de garantías fundamentales que deben respetarse en toda causa, trámite, juicio y actuaciones administrativas, asistiéndole el derecho a las partes y demás personas que tengan interés legítimo de intervenir, a elevar solicitudes, aducir pruebas y controvertir las allegadas. Postulados estos que están consagrados como derecho fundamental en el artículo 29 de la Constitución Política, y no obstante que a la acción de tutela la caracteriza su brevedad, no debe ser ajena a las reglas del debido proceso. 

Por consiguiente, es claro que el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que tramitó la tutela y la definió con sentencia de primer grado, carecía de competencia para hacerlo, habida cuenta que el  numeral 5° del artículo 1° del Decreto 1983 de 2017, modificado por el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069/15, dispone que las acciones de tutela dirigidas contra los Jueces o Tribunales serán asignadas para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional de la autoridad jurisdiccional demandada. Así mismo el numeral 11 de la referida normativa señala que cuando la tutela se promueva contra más de una autoridad y estas sean de diferente nivel, el reparto se hará al juez de mayor jerarquía.

De ese modo, al haber sido conocida la acción constitucional por un juzgado que integra la jurisdicción penal, cuando la entidad de mayor jerarquía que fue demandada es el Juzgado Cuarto Civil del Circuito -no municipal como erradamente se indicó en el escrito de tutela-, se incurrió en una irregularidad que vulnera el debido proceso al no ser tal funcionario el competente para su trámite, sino la Sala Civil Familia del H. Tribunal Superior de esta capital en su condición de superior jerárquico.
Lo mencionado podría ir en contravía de la protección de los derechos del accionante quien espera que su asunto obtenga una pronta resolución; no obstante, la H. Corte Suprema en decisión CSJ ATP, 12 ago. 2009, Rad. 43.613, en punto de tal situación expresó:
“Cabe agregar que aunque la Corte Suprema de Justicia comparte la preocupación de la Corte Constitucional expresada en auto 124 del 25 de marzo de 2009, en el sentido de que en algunos casos los “… los conflictos de competencia con base en el Decreto 1382 de 2000 ha generado que los peticionarios deban sufrir por varios meses (sic) las graves consecuencias de la presunta violación de sus derechos fundamentales mientras los distintos jueces discuten aspectos meramente procesales relacionados con las reglas de reparto; lo cual, además, es muestra de una gran insensibilidad constitucional”,  tampoco puede desconocer que tal como lo precisara en auto de 2 de junio de 2009 dentro de la radicación T-42401, “ello no implica que las autoridades judiciales y sus usuarios deban desconocer la citada reglamentación, toda vez que su inobservancia resta eficacia a la administración de justicia de cara a proteger los derechos fundamentales, pues no se puede olvidar que el Decreto 1382 de 2000 fue expedido por la necesidad cierta de ‘racionalizar y desconcentrar el conocimiento’
 de las demandas de tutela. 

Por ello, desconocer las razones y los argumentos que se tuvieron en cuenta para la expedición del referido decreto, genera efectos como el ocurrido en el caso objeto de análisis y emite un mensaje equivocado a las personas, pues  tal como se precisara en el auto aludido “las incentiva a promover demandas ante cualquier autoridad judicial, creando caos judicial que en nada ayuda a la protección inmediata de los derechos fundamentales, ni al correcto funcionamiento de la administración de justicia en el ejercicio de sus funciones ordinarias instituidas igualmente para garantizar los derechos constitucionales.”

Es cierto y no desconoce la Sala que a raíz de la vacancia judicial que opera en todo el territorio nacional a partir del día 20 de diciembre de cada año, es común que las oficinas judiciales procedan a efectuar el reparto de las acciones constitucionales a los despachos que laboran en esa época, como es el caso de los Juzgados de Ejecución de Penas, quienes por tal motivo deben asumir el conocimiento de las mismas no obstante ser conocedores de su falta de competencia. Aun así, tal situación no puede ser avalada por esta Corporación, al ser evidente la existencia de unas reglas de reparto que deben ser de obligatorio cumplimiento para garantizar que quien decida la acción constitucional sea en efecto el funcionario con competencia para hacerlo, lo que en este caso no ocurre.
Como aspecto adicional, y no menos importante, véase que en este asunto y aunque el juzgado trató de notificar al Juzgado Cuarto Civil del Circuito la admisión de la acción de tutela, ello no se logró, por cuanto para esa fecha -diciembre 28 de 2018-, esa célula judicial se encontraba en receso por período vacacional, de lo cual se dejó constancia en el fallo respectivo. Tal situación implica además la vulneración al derecho de defensa y contradicción que le asistía a la titular de ese estrado judicial, al no haber tenido la oportunidad de intervenir y efectuar pronunciamiento en torno a la pretensión del accionante.

Por lo anterior, y como quiera que en este asunto el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, es una de las entidades demandadas, y la de mayor jerarquía, no cabe duda que la autoridad competente para conocer de la tutela impetrada era la Sala Civil Familia del H. Tribunal Superior de Pereira, y en consecuencia ello da lugar a la declaratoria de nulidad de lo actuado por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con la consiguiente remisión del expediente a la Oficina Judicial para su reparto entre los despachos de los Magistrados que integran la referida Corporación.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA


PRIMERO: SE DECLARA LA NULIDAD de lo actuado por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) a partir del auto de diciembre 28 de 2018 por medio del cual se admitió esta acción constitucional, sin perjuicio de las pruebas decretadas y practicadas, en atención a la falta de competencia.

SEGUNDO: REMITIR por Secretaría el expediente a la Oficina Judicial para su reparto entre los Magistrados que integran la Sala Civil Familia del H. Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), de conformidad con lo dispuesto en la parte motiva de esta providencia.

TERCERO: Contra la presente decisión no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE



JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
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